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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Comparece el Municipio Autónomo de San Juan (en 

adelante, Municipio) para que revisemos la sentencia que emitió 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan, el 15 de 

octubre de 2019.  Mediante dicho dictamen el foro de instancia 

desestimó la demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca 

instada por el Municipio contra 3RG Group. 

ANTECEDENTES 

El 19 de mayo de 2015 el Municipio de San Juan presentó 

una demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca contra 

3RG Group Corp. por el pago de la deuda de $1,931,100 más 

intereses, costas, gastos y honorarios de abogado, junto a la 

ejecución de la hipoteca de la propiedad gravada.   
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El 28 de julio de 2015, el demandado 3RG Group contestó 

la demanda, reconvino y solicitó una indemnización de 

$23,561,537.50.1  

El Municipio solicitó la desestimación de la Reconvención, 

por entender que 3RG debía agotar los remedios administrativos 

correspondientes previo a iniciar la reclamación incluida en 

la Reconvención.2  La parte demandada replicó a la solicitud de 

desestimación y planteó que la revisión judicial trataba sobre la 

denegatoria de la “solicitud de certificación de costos con el 

propósito de reclamar determinados créditos contributivos” y 

la Reconvención se trataba de una reclamación de daños por 

incumplimiento contractual.3  

Tras varios trámites, el 6 de abril de 2017, el TPI dictó 

sentencia mediante la cual desestimó la Demanda por falta de 

jurisdicción, sin perjuicio, hasta que se agotara el trámite 

administrativo relacionados con los créditos contributivos.  El foro 

de instancia concluyó que la demanda y la reconvención eran 

prematuras, pues ambas partes debían agotar primero los 

remedios administrativos disponibles.4  

En desacuerdo el Municipio acudió a este foro, en la causa 

alfanumérica KLAN201700847.  El 27 de octubre de 2017 el panel 

designado, revocó la sentencia y devolvió la acción al TPI para la 

continuación de los procedimientos.   

El 3 de septiembre de 2019, el Municipio presentó una 

Solicitud de Sentencia Sumaria y Desestimación.  Requirió la 

ejecución de la hipoteca, más la desestimación de la 

 
1 Alegación 23, a, b, y c. 
2 Véase sentencia KLAN201700847, apéndice págs. 286-287. 
3 Véase sentencia KLAN201700847, apéndice pág. 287. 
4 Véase sentencia KLAN201700847, apéndice pág. 288. 
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reconvención.   El 4 de octubre de 2019 3RG Group se opuso.  

Solicitó que se desestimara la demanda y se concediera la 

Reconvención.  Además, solicitó una vista sobre los daños.  

El Tribunal dictó sentencia donde denegó la sentencia 

sumaria y desestimó la demanda.5  

Inconforme, el Municipio solicitó reconsideración, la cual fue 

denegada el 12 de noviembre de 2019, notificada al día siguiente.  

Aún en desacuerdo, el 13 de enero de 2020, el Municipio presentó 

el recurso que atendemos. 

 Examinado el expediente y la sentencia apelada, advertimos 

que el dictamen recurrido no es final, por lo que se desestima el 

recurso presentado por prematuro. Veamos. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

“[L]a jurisdicción es el poder o la autoridad que tiene un 

tribunal para considerar y decidir casos o controversias”. Shell v. 

Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122 (2012).  Es norma reiterada en 

nuestro ordenamiento que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción, por lo que estamos obligados 

a considerarla aun en ausencia de algún señalamiento de las 

partes al respecto.  Constructora Estelar v. Aut. Edif. Púb., 183 

DPR 1, 22 (2011).  La falta de jurisdicción de un tribunal es 

insubsanable. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 

883 (2007).  En ese sentido, el Tribunal Supremo ha advertido 

consistentemente que los tribunales no tienen discreción para 

asumir jurisdicción donde no la hay. Íd., pág. 882. Por lo tanto, 

cuando un tribunal carece de jurisdicción, también carece de 

discreción, puesto que los tribunales no tienen discreción para 

 
5 Sentencia, apéndice pág. 52. 
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asumir jurisdicción donde la ley no la confiere. Shell v. Srio. 

Hacienda, supra, pág. 123.  

En lo que respecta a la jurisdicción, es norma reiterada que 

“[u]na apelación o un recurso prematuro, al igual que uno tardío, 

sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de privar 

de jurisdicción al tribunal al cual se recurre”. S.L.G. Szendrey-

Ramos v. F. Castillo, supra, pág. 883.  En el ámbito procesal se 

considera que un recurso es prematuro cuando “es presentado en 

la secretaría de un tribunal apelativo antes del tiempo en el cual 

éste adquiere jurisdicción”. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty,175 DPR 83, 97 (2008).  Lo anterior, debido a que un 

recurso presentado a destiempo incide sobre la autoridad judicial 

para acogerlo. Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 D.P.R. 

345, 370 (2003).  Por tal razón, en aquellas instancias en que el 

tribunal acoja un recurso a sabiendas de que carece de autoridad 

para entenderlo incurre en una actuación ilegitima, y de emitir un 

decreto este sería jurídicamente inexistente. Íd.  Por 

consiguiente, cuando un tribunal carece de jurisdicción lo único 

que puede hacer es así declararlo y desestimar el pleito.  Íd., pág. 

355.  

Por otro lado, el término “sentencia”, conforme las Reglas 

de Procedimiento Civil, “incluye cualquier determinación del 

Tribunal de Primera Instancia que resuelve finalmente la cuestión 

litigiosa y de la cual pueda apelarse”.  Regla 42.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.1.   En lo que nos 

concierne, “una sentencia es final o definitiva cuando resuelve el 

caso en sus méritos y termina el litigio entre las partes, en forma 

tal, que no quede pendiente nada más que su ejecución”.  Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 94.  En ese sentido, 
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“cuando un tribunal emite una sentencia, se adjudican las 

controversias habidas en un pleito y se definen los derechos de 

las partes”.  Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 251 

(2012).  

 De manera, que “el fallo debe ser claro, preciso y 

congruente con las pretensiones de las partes y al mismo tiempo 

debe resolver todas las cuestiones y pretensiones planteadas en 

el pleito”.  Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 119 DPR 642, 655 

(1987).  Lo anterior, por razón de que es de tal determinación 

final que la parte inconforme, puede si así lo desea, interponer un 

recurso de apelación.  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, 

pág. 94. Sobre este particular, el Tribunal Supremo ha 

interpretado que cuando una sentencia no adjudica todas las 

reclamaciones, derechos y obligaciones de las partes, esta 

constituye una sentencia parcial. Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 

supra, pág. 658.  

De otra parte, el foro primario podrá emitir una sentencia 

parcial, cuando conforme a la Regla 42.3 de las Reglas de 

Procedimiento Civil se trate de un caso que tenga partes o 

reclamaciones múltiples.  Sobre el particular, la precitada Regla 

dispone que:  

[c]uando un pleito comprenda más de una 
reclamación, ya sea mediante demanda, 

reconvención, demanda contra coparte o demanda 
contra tercero o figuren en él partes múltiples, el 

tribunal podrá dictar sentencia final en cuanto a una o 
más de las reclamaciones o partes sin disponer de la 

totalidad del pleito, siempre que concluya 
expresamente que no existe razón para posponer que 

se dicte sentencia sobre tales reclamaciones hasta la 
resolución total del pleito, y siempre que ordene 

expresamente que se registre la sentencia.  

Cuando se haga la referida conclusión y orden 

expresa, la sentencia parcial dictada será final para 
todos los fines en cuanto a las reclamaciones o los 

derechos y obligaciones en ella adjudicada, y una vez 
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sea registrada y se archive en autos copia de su 

notificación, comenzarán a correr en lo que a ella 
respecta los términos dispuestos en las Reglas 43.1, 

47, 48 y 52.2  
32 LPRA Ap. V, R. 42.3 

 

Conforme a lo anterior, un tribunal posee –dentro de un 

pleito que incluye múltiples reclamaciones o varias partes- la 

facultad para emitir una sentencia final sin disponer de –o 

adjudicar- la totalidad del caso.  Rosario et al. v. Hosp. Gen. 

Menonita, Inc., 155 DPR 49, 57 (2001).  Para ello, es menester 

que el tribunal expresamente: (1) concluya que no existe razón 

para postergar dictar sentencia sobre la reclamación o la parte; y 

(2) ordene el registro de la sentencia. Íd.  Así pues, estamos ante 

una sentencia parcial final cuando el foro de primera instancia 

cumpla con estos dos requisitos.  Véase, Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, supra, pág. 95.  

La razón por la cual debe disponerse de una sentencia 

parcial, conforme los términos de la Regla 42.3 de Procedimiento 

Civil, supra, y ordenar su registro debidamente es que la parte 

afectada pueda presentar, dentro de los términos preceptuados 

para ello en las Reglas de Procedimiento Civil, mociones y recursos 

post sentencia y quede advertida de su derecho de apelar la 

sentencia dictada. Rosario et al. v. Hosp. Gen. Menonita, Inc., 

supra.  Por consiguiente, “[a]usentes ambos requisitos, cualquier 

orden o forma de decisión que adjudique menos de la totalidad de 

las partes, no finaliza el pleito y se entiende que se trata de una 

resolución interlocutoria”. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 

supra, pág. 95. 

En conclusión, si una sentencia parcial adolece de la referida 

determinación de finalidad que requiere la Regla 42.3 de 

Procedimiento Civil, supra, no advendrá final y la misma no 
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constituirá más que una resolución interlocutoria, que no es 

apelable y que solo podría revisarse mediante recurso de 

certiorari, de conformidad con la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.16.  Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, supra, pág. 96.  

A su vez, el recurso de Certiorari debe cumplir con la Regla 

52.2(b) de Procedimiento Civil, supra y la Regla 32(D) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B.  Es 

decir, deberá presentarse dentro del término de treinta (30) días 

contados a partir del archivo en autos de copia de la notificación 

de la resolución u orden interlocutoria.  Siendo este término de 

cumplimiento estricto, su observancia tardía es permisible sólo si 

existe y se demuestra a cabalidad justa causa para no haber 

cumplido rigurosamente con éste. Íd. 

Cabe señalar, que lo dispuesto en la sentencia parcial podrá 

ser revisado cuando recaiga sentencia final en el caso sobre el 

resto de las reclamaciones mediante recurso de apelación, de 

acuerdo con el inciso (a) del Artículo 4.006 de la Ley de la 

 
6 La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, establece la autoridad del 

Tribunal de Apelaciones para atender y revisar discrecionalmente las 

resoluciones y órdenes emitidas por el Tribunal de Primera Instancia, a saber:  

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 

solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones cuando 

se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o 

de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.  No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 

el  Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia 

cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 

testigos de hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 

privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés público o en 

cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  Al denegar la 

expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal 

de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión.  

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por el 

Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el recurso 

de apelación que se interponga contra la sentencia sujeto a lo 

dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales.  
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Judicatura de 2003, 4 LPRA sec. 24y, que le confiere autoridad al 

Tribunal de Apelaciones para conocer mediante recursos de 

apelación toda sentencia final dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia. Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, supra, págs. 252-

254; García v. Padró, 165 DPR 324, 333-334 (2005).  

A la luz de la normativa antes expuesta, procedemos a 

evaluar el recurso ante nuestra consideración.  

En el caso ante nos, el Tribunal de Primera Instancia tenía 

ante su consideración la adjudicación de la reclamación del 

Municipio y la reconvención de 3G Group.  La parte dispositiva de 

la sentencia dictada por el tribunal de instancia sólo adjudicó la 

reclamación del Municipio a los fines de desestimar esa causa de 

acción.  Sin embargo, al examinar cuidadosamente el texto de 

dicha sentencia, advertimos que en su parte dispositiva el foro 

primario no adjudicó la totalidad de las reclamaciones, pues nada 

dispuso en cuanto a la reconvención de 3RG Group.7  No 

habiéndose dispuesto nada respecto a dicha reclamación en la 

sentencia, la misma permanece viva y pendiente de adjudicación.  

El Tribunal tampoco expresó que la sentencia era final en cuanto 

a la reclamación del municipio. 

Dado a que el foro de instancia no adjudicó todas las 

reclamaciones de las partes, estamos ante un dictamen 

parcial.   Para que un dictamen parcial adquiera finalidad es 

imprescindible que de esta se desprenda expresamente, lo 

dispuesto en la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, supra, sobre la 

 
7 “Como controversia adicional, en la eventualidad en que decidamos que medió 

incumplimiento del MSJ, también debemos decidir si 3RG GROUP tiene derecho 

a reclamar daños.   De ser en la afirmativa la respuesta, requeriría celebrar una 

vista en su fondo para desfilar prueba a esos efectos.” Sentencia, apéndice pág. 

44. 
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inexistencia de motivo alguno para posponer el dictamen hasta la 

resolución total del pleito y que se ordene su registro.   El TPI 

omitió incluir tal lenguaje.  Con ello, no le confirió al dictamen 

apelado el elemento de finalidad requerido, por lo que no es 

apelable.  

A pesar de lo anterior, tampoco podemos acoger el recurso 

presentado por los apelantes como un certiorari por no estar 

comprendido dentro de las materias que tenemos autoridad 

para revisar, conforme los postulados de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  Mas importante aún 

es que también carecemos de jurisdicción pues el recurso se 

presentó luego del término de treinta (30) días de notificada la 

resolución recurrida y la reconsideración, sin que se acreditara 

justa causa para ello.   Véase Regla 52.2(b) de Procedimiento 

Civil, supra.  

Por lo tanto, procede la devolución del caso al foro primario 

para que disponga de la totalidad de las reclamaciones o 

dicte sentencia parcial de conformidad con la Regla 42.3 de las de 

Procedimiento Civil, supra.  Debido a que estamos impedidos de 

ejercer nuestra función revisora cuando carecemos 

de jurisdicción, procede la desestimación del presente recurso.  

DICTAMEN 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso de apelación presentado toda vez que este foro carece de 

jurisdicción para atenderlo. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Jueza Soroeta Kodesh concurre con el resultado de 

desestimar el recurso que nos ocupa.  Ahora bien, acogería 
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expresamente el recurso de epígrafe como un certiorari por ser lo 

procedente en derecho, aunque por razones de economía procesal 

conserve su actual designación alfanumérica (KLAN202000031).  

Así acogido, desestimaría el recurso por falta de jurisdicción por 

ser prematuro.  Por lo tanto, devolvería el caso al foro primario 

para que atienda la Reconvención que queda pendiente de 

adjudicación. 

Ciertamente, si una sentencia parcial adolece de la referida 

determinación de finalidad que requiere la Regla 42.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 42.3, el dictamen, como el 

aquí impugnado, no adviene final y constituye meramente una 

resolución interlocutoria, que podría revisarse solamente 

mediante un recurso de certiorari, en atención a lo dispuesto en 

la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA. Ap. V R. 52.1, o 

mediante un recurso de apelación cuando recaiga sentencia final 

en el caso sobre el resto de las partes y/o controversias.  Véase, 

García v. Padró, 165 DPR 324, 333-334 (2005); Torres Martínez 

v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 94-95 (2008).   

Debido a que el TPI no dispuso de la totalidad de las 

controversias y reclamaciones ante sí, de manera que pudiera 

revisarse mediante un recurso de apelación, procede devolver el 

caso al Tribunal de Primera Instancia para que resuelva la 

Reconvención, que aún está pendiente de adjudicación.  En virtud 

de lo antes expresado, el recurso de certiorari de epígrafe es 

prematuro y este Tribunal carece de jurisdicción para atenderlo, 

por lo cual procede desestimarlo.  Una vez se resuelva el caso en 

su totalidad, las partes podrán presentar el recurso de apelación 

que estimen procedente.   

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


